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Provincia de Buenos Aires 

Honorable Cámara de Diputados


PROYECTO DE SOLICITUD DE INFORMES

La Honorable Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires:

RESUELVE:

Dirigirse al Poder Ejecutivo de la Provincia de Buenos Aires y  por  su intermedio a quien corresponda, a efectos de solicitarle que en forma escrita y urgente, informe a este cuerpo, sobre algunos aspectos vinculados a la Emergencia declarada en el ámbito del Ministerio de Salud, respondiendo el siguiente temario:

I. Remita copia del expediente administrativo que da lugar al dictado del mencionado decreto.
II. Enumere los proveedores y tipo de prestaciones que se encuentran comprendidos en el mencionado decreto. 
III. Detalle todas las medidas que se han llevado a cabo con el objeto de deslindar la respectiva responsabilidad administrativa y penal de aquellos funcionarios vinculados a la falta de documentación y control relativo al pago de los proveedores.
IV. Especifique si el personal político del área de contrataciones que realizó estas “operaciones irregulares” permanece en sus funciones. 

V. De cuenta de todas las contrataciones directas que con fundamento en el decreto  mencionado se han realizado a partir de la vigencia del mismo y las que se hayan efectuado en los últimos 6 meses.
VI. Informe sobre el procedimiento de cálculo para el aumento de la coparticipación para los municipios que actúen conjuntamente con el gobierno central en el mejoramiento de los centros de atención primaria.

FUNDAMENTOS

Por medio del Decreto 305/2008 el Poder Ejecutivo de la Provincia de Buenos Aires declaró el estado de emergencia administrativo funcional del Ministerio de Salud por el término de 180 días contados a partir del dictado del mencionado decreto. La medida en la práctica suspende el pago a los proveedores por prestaciones realizadas antes del 31 de diciembre pasado. Esta decisión fue notificada por el Ministro Claudio Zin, quien argumentó la necesariedad de la emergencia debido al “total desorden” administrativo en el área, la que les impide saber a “quien” se les debe y “cuanto” se debe. 

El doctor Zin indicó que el Gobernador firmó este decreto luego de que se lo haya interiorizado sobre “un cuadro de situación que, de no revertirse,” llevaría a la Provincia al colapso y que “por eso se dispuso esta emergencia por 180 días”. 

A su vez, a la situación planteada en salud la calificó como “caótica” y la justificó manifestando que en el último semestre de 2007 existe un “faltante de documentación y controles” que es “alarmante”. 
El decreto firmado por Scioli suspende los trámites de reconocimiento de gastos por prestaciones de servicios, insumos y obras originarias en contrataciones que carecen de acto administrativo probatorio, a fin de implementar un procedimiento de reconocimiento de deuda. Se explicó que los proveedores tendrán un plazo de 90 días  para presentar las facturas para que las autoridades verifiquen si efectivamente brindaron el servicio que pretenden cobrar. Durante el período que dure la emergencia, Salud podrá efectuar contrataciones directas.

Por otro parte, se aseveró que las comunas que trabajen en coordinación con el Ministerio de Salud, recibirán montos coparticipables mayores que el resto. 

Decretar la emergencia en un área tan sensible que atañe a la salud de los bonaerenses, sin dar precisiones y sin generar las consultas correspondientes con todos los actores involucrados, puede llevarnos a que se siga improvisando y que se acelere el colapso que el Ministro presagia, en caso de no operativizarse esta emergencia –según lo manifestado por el funcionario gubernamental. 

Es que cuando se recurre a la emergencia se lo hace con el objeto de amparar el orden constitucional: la emergencia no suprime la legitimidad constitucional, sino que la garantiza con medios extraordinarios.

Adviértase que en toda legislación de emergencia la restricción al ejercicio normal de los derechos patrimoniales tutelados por la Constitución debe ser razonable, limitada en el tiempo y también debe consistir en un remedio a la grave situación excepcional, sin provocar la mutación en la sustancia o esencia del derecho reconocido.
Por ello la legislación de emergencia requiere: que exista una situación de emergencia que imponga al Estado el deber de amparar los intereses vitales de la comunidad;  que la ley tenga como finalidad legítima la de proteger los intereses generales de la sociedad y no a determinados individuos;  que la moratoria sea razonable, acordando un alivio justificado por las circunstancias;  que su duración sea temporal y limitada al plazo indispensable para que desaparezcan las causas que hicieron necesaria la moratoria. 
Resulta necesario destacar que se ha adoptado disponer la emergencia sin la sanción de la respectiva ley que la respalde conforme con lo que prescribe nuestra Constitución. 

Obviar por decreto disposiciones legales (Ley de Contabilidad, etc.) que disponen determinados sistemas de contratación –como la licitación pública–, imponen de suyo serios reparos acerca de la constitucionalidad de esta disposición.
 Sumado ello al sustento fáctico general de la medida que encuentra apoyo autorefencial sin mediar con  explicaciones seriamente fundadas en el propio decreto,  induce a pensar en su falta de razonabilidad. Dicho principio debe entenderse como  una regla sustancial (art. 28 C.N.)  que tiene “como finalidad preservar el valor justicia en el contenido del acto de poder” ( Bidart Campos, Germán J., "Manual de la Constitución reformada", t. 1, 1998, Ed. Ediar, p. 516).
Que se disponga para revalidar la procedencia del pago para todos los proveedores una rendición de cuentas mediante la presentación de las respectivas facturas  –que resulta del debe y el haber que corresponde a cada uno de los involucrados–, en un plazo de noventa días, entendemos,  excede, por una falta imputable basicamente al Poder Ejecutivo,  las prerrogativas de derecho público reconocidas por el Ordenamiento. Especialmente, porque, por imperativo legal, al admitirse dicha situación, haría visible no sólo una irregularidad en los sistemas de contrataciones del Ministerio de Salud sino también de una falta funcional de los respectivos Organos de Control de la Provincia.
Además, preocupa que al retrasar los pagos por 180 días este decreto autorice a los actuales funcionarios la realización de contrataciones directas, con la consecuente discrecionalidad habilitada para los funcionarios actuantes, que han sido sospechados de cometer “irregularidades”. 

De allí que esperamos el acompañamiento de esta Cámara para el presente proyecto.
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